El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / EN ACTUACIONES JUDICIALES / NO ESTÁ SOMETIDO A LAS REGLAS DE LA LEY 1755 DE 2015.
El derecho de petición, consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, es considerado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La Corte Constitucional, en relación con el derecho de petición ejercido frente a autoridades judiciales, en sentencia T-172 de 2016 señaló:

(…) La Corte Constitucional ha establecido que todas las personas tienen derecho a presentar peticiones ante los jueces de la República y que éstas sean resueltas, siempre y cuando el objeto de su solicitud no recaiga sobre los procesos que un funcionario judicial adelanta
. En concordancia con esto, resulta necesario hacer una distinción entre los actos de carácter estrictamente judicial y los actos administrativos que pueden tener a cargo los jueces, puesto que respecto de los actos administrativos son aplicables las normas que rigen la actividad de la administración pública, mientras que, respecto de los actos de carácter judicial, se estima que estos se encuentran gobernados por la normatividad correspondiente a la Litis.” (…)
De lo anterior, surge evidente que las peticiones elevadas por el accionante son de carácter judicial, pues van dirigidas a obtener se cumpla la sentencia proferida en ese proceso de interdicción, concretamente lo relacionado con el régimen de visitas.

En consecuencia, para su trámite y definición, de conformidad con la jurisprudencia transcrita, la funcionaria accionada no se debía atener a las reglas establecidas en la Ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, sino a las normas que regulan aquel trámite procesal.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, noviembre veintitrés (23) de dos mil dieciocho (2018)

Acta No. 466 del 23 de noviembre de 2018

Expediente No. 66001-22-13-000-2018-01072-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, instaurada por el señor Luis Fernando Polanco Valencia contra el Juzgado Tercero de Familia, a la que fueron vinculados el señor Fernando Polanco, guardador de Janet Polanco Valencia, la Defensoría de Familia y el delegado del Ministerio Público para asuntos de familia.

A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El pasado 31 de julio elevó derecho de petición ante el Juzgado accionado en el que manifestó que de conformidad con el ordinal 7º del fallo que profirió, podía visitar a su hermana Janet Polanco Valencia en el horario que acuerde con su curador Fernando Polanco. Sin embargo, no se le ha permitido materializar esa orden pues “no es posible dialogar con el señor Fernando Polanco (quien es mi padre)”. Debido a ello solicitó se adelantara el trámite correspondiente para cumplir ese régimen de visitas.

1.2 Teniendo en cuenta que no recibió respuesta alguna a la anterior petición, el 3 de octubre último formuló una nueva solicitud, la que tampoco ha sido contestada.  

2. Considera lesionado el derecho de petición y para su protección, solicita se ordene: a) al juzgado accionado resolver sobre las citadas peticiones y b) al señor Fernando Polanco entregar copias de las visitas médicas de su hermana, llevadas a cabo desde el mes de febrero de 2017 hasta la fecha. 
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Mediante proveído del 9 de noviembre último se admitió la tutela y se ordenó vincular al señor Fernando Polanco, guardador de Janet Polanco Valencia, a la Defensoría de Familia y al delegado del Ministerio Público para asuntos de familia.

2. En el curso de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La titular del juzgado accionado informó que: a) mediante sentencia del 7 de junio pasado, se decretó, por incapacidad absoluta, en estado de interdicción a la señora Janet Polanco Valencia; se designó como curador a su padre Fernando Polanco y se determinó que Luis Fernando Polanco Valencia la podía visitar, en términos de respeto y armonía, de conformidad con el horario que acordara con aquel; b) el 5 del mismo mes se practicó visita domiciliaria en la que se indicó que el tutelante carece de capacidad económica para satisfacer las necesidades de su hermana y cuenta con difíciles condiciones personales, familiares y sociales; c) el 31 de julio el mismo señor solicitó se ordenara a su padre dar cumplimiento a la sentencia, en cuanto le autorizó visitar a su hermana; d) el 1º de agosto siguiente se corrió traslado de dicha petición al guardador de la interdicta, quien se pronunció para indicar que aquel no había comparecido a su vivienda para hacer efectiva esa disposición; e) por auto del 5 de septiembre se instó al actor para que acatara lo relativo a pactar con su padre el régimen de visitas y f) el 4 de octubre el actor solicitó nuevamente se surtiera el trámite para que pudiera visitar su hermana, este escrito fue dejado en conocimiento del curador.

Considera que en este caso no se han lesionado los derechos del actor en razón a que se le ha dado trámite a las solicitudes que ha formulado, a pesar de que carece de derecho de postulación, y que es él quien ha propiciado que las visitas no se puedan llevar a cabo. Agregó que el trámite del derecho de petición no es aplicable a asuntos jurisdiccionales.
2.2 El señor Fernando Polanco indicó que con ocasión a las solicitudes de visitas formuladas por el accionante, se pronunció para señalar que este último se ha caracterizado por ser una persona grosera con su familia, al punto de que no le dirige la palabra. Se le ha ofrecido, para efectos de esas visitas, que recoja a Janet Polanco Valencia y la lleve a su vivienda, pero el actor se niega a ello porque, según dice, carece de capacidad económica para sufragar los gastos de traslado, a cambio propone que se le permita llevarla a un parque cercano a su residencia, a lo cual no se accede porque en ese lugar no existen garantías de seguridad.   

2.3 El Procurador 21 Judicial II de Infancia, Adolescencia y Familia refirió que en este caso no se ha vulnerado el derecho de petición pues el juzgado accionado ha dado trámite a las solicitudes planteadas por el actor, de conformidad con las normas procesales correspondientes, sin que se le pueda exigir el cumplimiento del régimen legal relativo al derecho de petición, el que, de acuerdo con el precedente constitucional, no es aplicable a actuaciones judiciales. 

2.4 La Defensoría de Familia guardó silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala establecer si procede la acción de tutela para ordenar: a) al juzgado accionado resolver sobre las solicitudes formuladas por el actor, a fin de que se cumpla el régimen de visitas dispuesto en el fallo que declaró la interdicción de su hermana y b) al curador, hacer entrega de las visitas médicas a las que ella ha venido siendo sometida.  

3. El derecho de petición, consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, es considerado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La Corte Constitucional, en relación con el derecho de petición ejercido frente a autoridades judiciales, en sentencia T-172 de 2016 señaló:
 
“El núcleo esencial de éste derecho fundamental está compuesto por: (i) la posibilidad de formular peticiones, lo que se traduce en la obligación que tienen las autoridades o los particulares, en los casos que determine la ley, de recibir toda clase de peticiones; (ii) una pronta resolución, lo cual exige una respuesta en el menor plazo posible y sin exceder el tiempo establecido por ley; (iii) respuesta de fondo, es decir, que las peticiones se resuelvan materialmente; y, finalmente, (iv) notificación al peticionario de la decisión, es decir, el ciudadano debe conocer la decisión proferida
.
 
La Corte Constitucional ha establecido que todas las personas tienen derecho a presentar peticiones ante los jueces de la República y que éstas sean resueltas, siempre y cuando el objeto de su solicitud no recaiga sobre los procesos que un funcionario judicial adelanta
. En concordancia con esto, resulta necesario hacer una distinción entre los actos de carácter estrictamente judicial y los actos administrativos que pueden tener a cargo los jueces, puesto que respecto de los actos administrativos son aplicables las normas que rigen la actividad de la administración pública, mientras que, respecto de los actos de carácter judicial, se estima que estos se encuentran gobernados por la normatividad correspondiente a la Litis
.”
4. Las pruebas allegadas al expediente acreditan los siguientes hechos:

4.1 Mediante sentencia del 7 de junio de este año el Juzgado Tercero de Familia decretó la interdicción definitiva de la señora Janet Polanco Valencia, y entre otras disposiciones, nombró como su guardador al señor Fernando Polanco y dispuso que Luis Fernando Polanco Valencia podía visitarla, “en términos de respeto y armonía, para ello deberá consensuadamente establecer el horario de visitas con el cuidador”
.

4.2 El 31 de julio siguiente el accionante solicitó a ese despacho ordenar al guardador cumplir esa última orden, en el sentido de permitirle visitar a su hermana en el parque ubicado al frente de la vivienda en que ella reside. Para ese efecto señaló que desde el mes de febrero de 2017 no se le ha permitido ver la citada señora y no está de acuerdo con las condiciones que le imponen para poder visitarla
. 

4.3 En auto del pasado 1º de agosto se puso en conocimiento esa solicitud al guardador
. Este último se pronunció para manifestar que el accionante no ha concurrido a su vivienda para llevar a cabo las visitas y que si bien se le ofreció la posibilidad de que la recogiera y la llevara a su residencia, se negó debido a que tenía que asumir los gastos de transporte y aunque propuso verla en un parque cercano a su casa, no se ha accedido a ello debido a los riesgos de seguridad que se presentan en ese sector
. 

4.4 Por auto del 5 de septiembre se instó al actor para que acatara lo establecido en la sentencia correspondiente, en el sentido de acordar con su guardador el régimen correspondiente
.

4.5 Esta decisión fue notificada por estado del 6 del citado mes y el término de ejecutoria venció en silencio
.
4.6 El 4 de octubre el demandante reiteró aquella petición. Esta vez adujo que con el guardador no es posible establecer un diálogo amigable
.

4.7 El 25 de octubre último se puso de presente ese memorial al señor Fernando Polanco
.

4.8 Luego de esta actuación, solo consta un informe de la asistente social del juzgado accionado relativo a las condiciones familiares de las personas involucradas en el proceso
.

5. De lo anterior, surge evidente que las peticiones elevadas por el accionante son de carácter judicial, pues van dirigidas a obtener se cumpla la sentencia proferida en ese proceso de interdicción, concretamente lo relacionado con el régimen de visitas.

En consecuencia, para su trámite y definición, de conformidad con la jurisprudencia transcrita, la funcionaria accionada no se debía atener a las reglas establecidas en la Ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, sino a las normas que regulan aquel trámite procesal.

Así las cosas, como en estos casos no es viable alegar la vulneración del derecho de petición, el amparo para obtener su protección debe ser declarado improcedente. 

6. De igual forma, de considerar el actor que la funcionaria accionada incurrió en mora judicial porque no se le ha decidido lo relacionado con las visitas que reclama, el amparo tampoco resultaría procedente porque no se satisface el requisito de la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, pues no está acreditado que el primero haya solicitado a la segunda que proceda a pronunciarse de fondo sobre aquel aspecto. 

Sobre el tema, ha dicho la Corte Constitucional
: 

“3.4.2.2. Ahora bien, en lo que se refiere a las hipótesis de mora o de tardanza en el cumplimiento de los términos judiciales, esta Corporación ha tenido la ocasión de pronunciarse en varias oportunidades, en el sentido de señalar que la acción de amparo constitucional procede siempre que no exista otro medio de defensa judicial, o en caso de que exista, se acredite por parte del accionante su falta de idoneidad
 o la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable. Precisamente, en la Sentencia T-527 de 2009 se dijo que: “Así, se ha puntualizado que la acción de tutela no procede de plano por la inobservancia de los términos dentro de un proceso, pues además de demostrarse que el demandante no cuenta con otro medio de defensa eficaz, debe acreditarse que la demora es consecuencia directa de la falta de diligencia de la autoridad pública.”

En el mismo sentido, en la Sentencia T-1249 de 2004, al recapitular varias providencias sobre la materia, se sostuvo que: “(…) la Corte indicó que de los postulados constitucionales se sigue el deber de todas las autoridades públicas de adelantar actuaciones y resolver de manera diligente y oportuna los asuntos sometidos a ella. En ese sentido, la dilación injustificada y la inobservancia de los términos judiciales pueden conllevar la vulneración de los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia. En este caso, señaló la Sala, si el ciudadano no cuenta con un medio de defensa eficaz a su alcance, y está frente a la inminencia de sufrir un perjuicio irremediable, la acción de tutela es procedente para proteger sus derechos fundamentales”
.

…

 
3.4.2.3. En todo caso, con el ánimo de preservar el carácter residual de la acción de amparo constitucional, la Corte también ha dicho que la procedibilidad de la tutela en los casos de mora judicial, exige que la persona afectada haya elevado una petición o solicitud al funcionario o despacho accionado, en la que pida la pronta resolución de su pretensión…”
Es claro entonces que el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas al interior del proceso, escenario normal previsto por el legislador para tal cosa, por los funcionarios competentes para ello.

8. La pretensión dirigida a que se ordene al señor Fernando Polanco entregar copias de las visitas médicas de realizadas a Janet Polanco Valencia, es improcedente y así se declarará, ya que, además de que esa petición carece de fundamentos fácticos, la acción de tutela está prevista para proteger derechos fundamentales concretos y no para elevar ese tipo de solicitudes, las cuales deben ser formuladas por el mismo interesado, de lo cual no se tiene noticia.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E :

PRIMERO. Se declara improcedente la acción de tutela promovida por el señor Luis Fernando Polanco Valencia contra el Juzgado Tercero de Familia, a la que fueron vinculados el señor Fernando Polanco, guardador de Janet Polanco Valencia, la Defensoría de Familia y el delegado del Ministerio Público para asuntos de familia.

SEGUNDO. Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO. De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




(Con aclaración de voto)




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Ver sentencia C-951 de 2014


� Ver sentencia C-951 de 2014


� Ver sentencia C-951 de 2014


� Ver sentencias T-1124 de 2005, T-215A de 2011, T-920 de 2012, T-311 de 2013 y C-951 de 2014


� Folios 19 y 20


� Folios 21 y 22


� Folio 23


� Folio 24


� Folio 25


� Folio 25


� Folio 26


� Folio 27


� Folio 28


� Sentencia T-230 de 2013, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez


� En la sentencia T-527 de 2009, se reconoció que a pesar de que el accionante tenía la posibilidad de solicitar la recusación de la autoridad judicial que había dejado vencer los términos para proferir sentencia en el desarrollo de un proceso penal, dicha alternativa procesal no era idónea frente al problema de mora judicial planteado por el demandante.


� Subrayado y sombreado por fuera del texto original. Recientemente, con el propósito de     combatir la mora judicial, el artículo 9° de la Ley 1395 de 2010 adicionó un nuevo parágrafo al artículo 124 del Código de Procedimiento Civil, referente a los términos para dictar resoluciones judiciales, con el siguiente tenor literal: “(…) En todo caso, salvo interrupción o suspensión del proceso por causa legal, no podrá transcurrir un lapso superior a un (1) año para dictar sentencia     de primera instancia, contado a partir de la notificación del auto admisorio de la demanda o mandamiento ejecutivo a la parte demandada o ejecutada, ni a seis (6) meses para dictar     sentencia en segunda instancia, contados a partir de la recepción del expediente en la Secretaría    del Juzgado o Tribunal.


� En este caso se citó la Sentencia T-1154 de 2004. Subrayado y sombrado por fuera del texto original. Más adelante reiteró que: “En la sentencia T-258 de 2004, la Corte señaló que prima facie, dada la subsidiariedad que caracteriza a la acción de tutela, no puede el Juez constitucional inmiscuirse en el trámite de un proceso adoptando decisiones o modificando las ya existentes en el curso del mismo. Lo anterior vulneraría, de conformidad con el fallo, los principios de autonomía e independencia de las funciones consagradas en los artículos 228 y 230 superiores. No obstante lo anterior, indicó la providencia que es procedente la solicitud de amparo cuando la demora en la resolución del caso no tiene justificación, el peticionario no cuenta con otro medio de defensa eficaz y, además, el mismo está ante la inminencia de un perjuicio irremediable. Concluyó entonces la Sala que la acción de tutela no procede automáticamente ante el incumplimiento de los plazos legales por parte de los funcionarios, sino que debe acreditarse también que tal demora es consecuencia directa de la falta de diligencia de la autoridad pública.”
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